
El Consejo de Derechos Humanos adopta la
DeclaraciÃ³n de las Naciones Unidas sobre los
derechos de los campesinos y de otras personas
que trabajan en las zonas rurales
DespuÃ©s de varios aÃ±os de discusiones y negociaciones, el 28 de septiembre el Consejo de 
Derechos Humanos ha adoptado la DeclaraciÃ³n de las Naciones Unidas sobre los derechos de 
los campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas rurales. La resoluciÃ³n 39/12, que 
recoge la declaraciÃ³n, recibiÃ³ 33 votos a favor, 11 abstenciones (BÃ©lgica, Brasil, Croacia, 
Georgia, Alemania, Islandia, JapÃ³n, Corea, Eslovaquia, Eslovenia y EspaÃ±a) y 3 votos en 
contra (Australia, HungrÃa y Reino Unido).

La declaraciÃ³n, un texto extenso y muy detallado que refuerza los derechos de las personas que 
trabajan en zonas rurales, tiene varios aspectos de enorme interÃ©s. Para empezar, las personas 
destinatarias de la declaraciÃ³n estÃ¡n establecidas de manera amplia: no solo se aplicarÃa a las 
personas que se dediquen a la agricultura, la siembra de cultivos, la ganaderÃa, el pastoreo, la 
pesca, la silvicultura, la caza o la recolecciÃ³n, asÃ como a las artesanÃas relacionadas con la 
agricultura u otras ocupaciones similares en una zona rural (y a familiares a cargo de los 
campesinos), sino tambiÃ©n a los pueblos indÃgenas y comunidades locales que trabajan la 
tierra, a las comunidades trashumantes, nÃ³madas y seminÃ³madas y a las personas sin tierra, 
que participan en las actividades mencionadas, asÃ como a los trabajadores asalariados, 
incluidos todos los trabajadores migrantes, independientemente de su condiciÃ³n migratoria, y a 
los trabajadores de temporada, empleados en plantaciones, explotaciones agrÃcolas, bosques y 
explotaciones de acuicultura y en empresas agroindustriales. 

AdemÃ¡s, la declaraciÃ³n incide particularmente en las adecuadas condiciones de trabajo y la 
protecciÃ³n frente a la explotaciÃ³n laboral, el derecho a gozar de un nivel de vida adecuado y la 
protecciÃ³n frente al hambre y la pobreza. Pero ademÃ¡s se proclama el derecho de los 
campesinos y otras personas que trabajan en Ã¡reas rurales a la tierra, individual y/o 
colectivamente, lo que incluye el derecho al acceso, el uso sostenible y la gestiÃ³n de las tierras, 
las masas de agua, las aguas costeras, las pesquerÃas, los pastos y los bosques, a fin de 
alcanzar un nivel de vida adecuado, tener un lugar para vivir en seguridad, paz y dignidad y 
desarrollar su cultura. Ello incluye tambiÃ©n la protecciÃ³n frente al desplazamiento forzoso o, si 
ese desplazamiento ya se hubiera producido, el derecho de regresar a la tierra de la cual fueron 
arbitraria o ilegalmente privados, incluyendo en casos de desastres naturales y conflictos, y a que 
se les devuelva el acceso a los recursos naturales utilizados en sus actividades y necesarios para 
el disfrute de condiciones de vida adecuadas cuando sea posible, o a recibir una indemnizaciÃ³n 
justa, equitativa y legal cuando no sea posible su regreso.

La sostenibilidad es uno de los ejes del texto. Junto con la obligaciÃ³n de los Estados de tomar 
todas las medidas necesarias para impedir el agotamiento y garantizar la conservaciÃ³n y el uso 
sostenible de la biodiversidad, uno de los aspectos mÃ¡s controvertidos para los Estados es la 
proclamaciÃ³n del derecho a las semillas de los campesinos y otras personas que trabajan en 
las zonas rurales. Ello incluye en particular su derecho a proteger los conocimientos tradicionales 
relativos a los recursos fitogenÃ©ticos para la alimentaciÃ³n y la agricultura; a participar en la 
distribuciÃ³n equitativa de los beneficios derivados de la utilizaciÃ³n de los recursos 



fitogenÃ©ticos para la alimentaciÃ³n y la agricultura; a participar en la toma de decisiones sobre 
cuestiones relativas a la conservaciÃ³n y el uso sostenible de los recursos fitogenÃ©ticos para la 
alimentaciÃ³n y la agricultura; y a conservar, utilizar, intercambiar y vender semillas o material de 
multiplicaciÃ³n conservados en las explotaciones agrÃcolas.

Aunque la aprobaciÃ³n de este texto supone un indudable avance para mejorar las condiciones 
de vida y los derechos del campesinado y de la poblaciÃ³n de Ã¡reas rurales, todavÃa no se 
puede cantar victoria, pues ahora debe pasar a la Asamblea General de la ONU para que esta lo 
adopte durante el actual perÃodo de sesiones, que concluye en diciembre. Sin embargo, sus 
aspectos mÃ¡s novedosos (como ocurre con el derecho a las semillas) junto con la amplitud del 
Ã¡mbito de aplicaciÃ³n personal de la declaraciÃ³n pueden encontrarse con resistencias por parte 
de los Estados miembros de la ONU. Por lo pronto, ningÃºn Estado europeo ha votado a favor de 
la declaraciÃ³n, y algunos estados donde la poblaciÃ³n rural se encuentra mÃ¡s desprotegida, 
como Brasil, se han limitado a abstenerse. Sigue por tanto siendo necesario presionar a los 
gobiernos, puesto que, de adoptarse, la declaraciÃ³n tendrÃ¡ â€”como su propio nombre 
indicaâ€” un efecto declarativo, de manera que no serÃ¡ obligatoria para los estados. En 
consecuencia, la efectividad de la declaraciÃ³n pasa necesariamente por lograr el consenso 
internacional mÃ¡s amplio posible, porque sin Ã©l se corre el riesgo de que el texto se quede en 
papel mojado y que poco o nada cambie para el campesinado y la poblaciÃ³n que trabaja en las 
Ã¡reas rurales. R.A.F.â€”RedacciÃ³n de mientras tanto.

***

DeclaraciÃ³n de las Naciones Unidas sobre los derechos de los campesinos y de otras 
personas que trabajan en las zonas rurales

El Consejo de Derechos Humanos,

Recordando los principios proclamados en la Carta de las Naciones Unidas que reconocen la
dignidad y el valor inherentes y los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la
familia humana como fundamento de la libertad, la justicia y la paz en el mundo,

Teniendo en cuenta los principios enunciados en la DeclaraciÃ³n Universal de Derechos
Humanos, la ConvenciÃ³n Internacional sobre la EliminaciÃ³n de Todas las Formas de
DiscriminaciÃ³n Racial, el Pacto Internacional de Derechos EconÃ³micos, Sociales y Culturales,
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y PolÃticos, la ConvenciÃ³n sobre la EliminaciÃ³n de
Todas las Formas de DiscriminaciÃ³n contra la Mujer, la ConvenciÃ³n sobre los Derechos del
NiÃ±o, la ConvenciÃ³n Internacional sobre la ProtecciÃ³n de los Derechos de Todos los
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, los convenios pertinentes de la OrganizaciÃ³n
Internacional del Trabajo y otros instrumentos internacionales pertinentes aprobados a nivel
mundial o regional,

Reafirmando la DeclaraciÃ³n sobre el Derecho al Desarrollo y que el derecho al desarrollo es un
derecho humano inalienable en virtud del cual todo ser humano y todos los pueblos estÃ¡n
facultados para participar en un desarrollo econÃ³mico, social, cultural y polÃtico en el que
puedan ejercerse plenamente todos los derechos humanos y libertades fundamentales, a
contribuir a ese desarrollo y a disfrutar de Ã©l,



Reafirmando tambiÃ©n la DeclaraciÃ³n de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los
Pueblos IndÃgenas,

Reafirmando ademÃ¡s que todos los derechos humanos son universales e indivisibles, estÃ¡n
relacionados entre sÃ, son interdependientes y se refuerzan mutuamente, y que todos deben
tratarse de manera justa y equitativa, en condiciones de igualdad y asignÃ¡ndoles la misma
importancia, y recordando que la promociÃ³n y protecciÃ³n de una categorÃa de derechos nunca
debe eximir a los Estados de la promociÃ³n y protecciÃ³n de los demÃ¡s derechos,

Reconociendo la especial relaciÃ³n e interacciÃ³n de los campesinos y otras personas que
trabajan en las zonas rurales con la tierra, el agua y la naturaleza a los que estÃ¡n vinculados y
de los que dependen para su subsistencia,

Reconociendo tambiÃ©n las contribuciones pasadas, presentes y futuras de los campesinos y de
otras personas que trabajan en las zonas rurales en todas las regiones del mundo al desarrollo y
a la conservaciÃ³n y el mejoramiento de la biodiversidad, que constituye la base de la
producciÃ³n alimentaria y agrÃcola en todo el mundo, y su contribuciÃ³n para garantizar el
derecho a una alimentaciÃ³n adecuada y la seguridad alimentaria, que son fundamentales para
lograr los objetivos de desarrollo convenidos internacionalmente, incluida la Agenda 2030 para el
Desarrollo Sostenible,

Preocupado por que los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales sufren de
manera desproporcionada pobreza, hambre y malnutriciÃ³n,

Preocupado tambiÃ©n por que los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas
rurales sufren las cargas causadas por la degradaciÃ³n del medio ambiente y el cambio climÃ¡tico,

Preocupado ademÃ¡s por el envejecimiento de los campesinos en todo el mundo y por que los
jÃ³venes cada vez migran a las zonas rurales dando la espalda a la agricultura debido a la falta
de incentivos y la dureza del trabajo de la vida rural, y reconociendo la necesidad de potenciar la
diversificaciÃ³n econÃ³mica de las zonas rurales y la creaciÃ³n de oportunidades no agrÃcolas,
especialmente para los jÃ³venes de las zonas rurales,

Alarmado por el nÃºmero cada vez mayor de campesinos y de otras personas que trabajan en las
zonas rurales desalojados o desplazados por la fuerza todos los aÃ±os,

Alarmado tambiÃ©n por el gran nÃºmero de casos de suicidio de campesinos en varios paÃses,

Destacando tambiÃ©n que las campesinas y otras mujeres de las zonas rurales desempeÃ±an
un papel importante en la supervivencia econÃ³mica de su familia y mediante su contribuciÃ³n a
la economÃa rural y nacional, en particular por su trabajo en los sectores no monetarios de la
economÃa, pero que a menudo se les niega la tenencia y propiedad de la tierra, la igualdad de
acceso a la tierra, los recursos productivos, los servicios financieros, la informaciÃ³n, el empleo o
la protecciÃ³n social, y a menudo son vÃctimas de la violencia y la discriminaciÃ³n en diversas
formas y manifestaciones,

Destacando ademÃ¡s la importancia de promover y proteger los derechos del niÃ±o en las zonas
rurales, incluyendo a travÃ©s de la erradicaciÃ³n de la pobreza, el hambre y la malnutriciÃ³n, la



promociÃ³n de una educaciÃ³n y salud de calidad, la protecciÃ³n contra la exposiciÃ³n a
productos quÃmicos y desechos y la eliminaciÃ³n del trabajo infantil, de conformidad con las
obligaciones pertinentes en materia de derechos humanos,

Destacando tambiÃ©n que hay varios factores que dificultan que los campesinos y otras
personas que trabajan en zonas rurales, como los pequeÃ±os pescadores y trabajadores de la
pesca, ganaderos, silvicultores y otras comunidades locales, puedan hacerse oÃr, defender sus
derechos humanos y sus derechos de tenencia, y garantizar el uso sostenible de los recursos
naturales de los que dependen,

Reconociendo que el acceso a la tierra, al agua, a las semillas y a otros recursos naturales es
cada vez mÃ¡s difÃcil para los habitantes de las zonas rurales, y destacando la importancia de
mejorar el acceso a los recursos productivos y a la inversiÃ³n en un desarrollo rural adecuado,

Convencido de que los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales deben
contar con apoyo en su labor de promover y emplear prÃ¡cticas de producciÃ³n agrÃcola
sostenibles que beneficien a la naturaleza, denominada tambiÃ©n Madre Tierra en varios paÃses
y regiones, y estÃ©n en armonÃa con ella, incluso respetando la capacidad biolÃ³gica y natural
de los ecosistemas para adaptarse y regenerarse mediante procesos y ciclos naturales,

Teniendo en cuenta las condiciones peligrosas y de explotaciÃ³n en las que tienen que trabajar
en muchas partes del mundo muchos campesinos y otras personas que trabajan en las zonas
rurales, a quienes se niega a menudo la oportunidad de ejercer sus derechos laborales
fundamentales, y que carecen de salarios mÃnimos vitales y de protecciÃ³n social,

Preocupado por que las personas, los grupos y las instituciones que promueven y protegen los
derechos humanos de quienes se ocupan de cuestiones relacionadas con la tierra y los recursos
naturales corren un riesgo elevado de ser vÃctimas de intimidaciÃ³n y de que se atente contra su
integridad fÃsica de mÃºltiples formas,

Observando que los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales a menudo
tienen dificultades para acceder a los tribunales, los agentes de policÃa, los fiscales y los
abogados, hasta el punto de que no pueden obtener reparaciÃ³n ni protecciÃ³n inmediatas en
caso de violencia, abuso y explotaciÃ³n,

Preocupado por la especulaciÃ³n sobre los productos alimenticios, el aumento de la
concentraciÃ³n y de la distribuciÃ³n desequilibrada de los sistemas alimentarios y las relaciones
desiguales de poder a lo largo de las cadenas de valor, que menoscaba el disfrute de los
derechos humanos,

Reafirmando que el derecho al desarrollo es un derecho humano inalienable en virtud del cual
todo ser humano y todos los pueblos estÃ¡n facultados para participar en un desarrollo
econÃ³mico, social, cultural y polÃtico en el que puedan ejercerse plenamente todos los derechos
humanos y libertades fundamentales, a contribuir a ese desarrollo y a disfrutar de Ã©l,



Recordando el derecho de los pueblos a ejercer, con sujeciÃ³n a las disposiciones pertinentes de
ambos Pactos Internacionales de Derechos Humanos, su soberanÃa plena y completa sobre
todos sus recursos y riquezas naturales,

Reconociendo que el concepto de soberanÃa alimentaria ha sido utilizado en muchos Estados y
regiones para designar el derecho a definir los propios sistemas alimentarios y agrÃcolas, y el
derecho a unos alimentos saludables y culturalmente apropiados producidos con mÃ©todos
ecolÃ³gicamente racionales y sostenibles que respeten los derechos humanos,

Comprendiendo que el individuo, por tener obligaciones respecto de otros individuos y de la
comunidad a la que el o ella pertenecen, estÃ¡ obligado a procurar la vigencia y observancia de
los derechos reconocidos en la presente DeclaraciÃ³n y en la legislaciÃ³n nacional

Reafirmando la importancia de respetar la diversidad de culturas, y promover la tolerancia, el
diÃ¡logo y la cooperaciÃ³n Recordando el amplio conjunto de convenios y recomendaciones de la
OrganizaciÃ³n Internacional del Trabajo sobre la protecciÃ³n del trabajo y el trabajo decente,

Recordando tambiÃ©n el Convenio sobre la Diversidad BiolÃ³gica y el Protocolo de Nagoya
sobre acceso a los recursos genÃ©ticos y participaciÃ³n justa y equitativa en los beneficios
derivados de su utilizaciÃ³n del Convenio sobre la Diversidad BiolÃ³gica,

Recordando ademÃ¡s la amplia labor de la OrganizaciÃ³n de las Naciones Unidas para la
AlimentaciÃ³n y la Agricultura y del ComitÃ© de Seguridad Alimentaria Mundial sobre el derecho
a la alimentaciÃ³n, los derechos de tenencia, el acceso a los recursos naturales y otros derechos
de los campesinos, en particular el Tratado Internacional sobre los Recursos FitogenÃ©ticos para
la AlimentaciÃ³n y la Agricultura, y las Directrices Voluntarias sobre la Gobernanza Responsable
de la Tenencia de la Tierra, la Pesca y los Bosques en el Contexto de la Seguridad Alimentaria
Nacional, las Directrices Voluntarias para Lograr la Sostenibilidad de la Pesca en PequeÃ±a
Escala en el Contexto de la Seguridad Alimentaria y la ErradicaciÃ³n de la Pobreza, y las
Directrices Voluntarias en Apoyo de la RealizaciÃ³n Progresiva del Derecho a una AlimentaciÃ³n
Adecuada en el Contexto de la Seguridad Alimentaria Nacional, todas ellas de esa organizaciÃ³n,

Recordando las conclusiones de la Conferencia Mundial sobre Reforma Agraria y Desarrollo
Rural y la Carta del Campesino aprobada en ella, donde se destacaba la necesidad de formular
estrategias nacionales apropiadas para la reforma agraria y el desarrollo rural y de integrarlas en
las estrategias nacionales generales de desarrollo,

Reafirmando que la presente DeclaraciÃ³n y acuerdos internacionales pertinentes deberÃ¡n
apoyarse mutuamente con miras a mejorar la protecciÃ³n de los derechos humanos,

Resuelto a dar nuevos pasos en el compromiso de la comunidad internacional con miras a lograr
un progreso sustancial en materia de derechos humanos mediante realzado y sostenido esfuerzo
de cooperaciÃ³n internacional y solidaridad, Convencido de la necesidad de que se amplÃe la
protecciÃ³n de los derechos humanos de los campesinos y otras personas que trabajan en las
zonas rurales y de que se interpreten y se apliquen de forma coherente las normas y los
principios internacionales de derechos humanos relativos a esta cuestiÃ³n,



Aprueba solemnemente la siguiente declaraciÃ³n sobre los derechos de los campesinos y de
otras personas que trabajan en las zonas rurales:

ArtÃculo 1

1. A los efectos de la presente declaraciÃ³n, campesino es toda persona que se dedique o
pretenda dedicarse, ya sea de manera individual o en asociaciÃ³n con otras o como comunidad, a
la producciÃ³n agrÃcola en pequeÃ±a escala para subsistir o comerciar y que para ello dependa,
sobre todo, aunque no necesariamente en exclusiva, del trabajo en familia o en el hogar y de
otras formas no monetarias de organizaciÃ³n del trabajo, y que tenga una especial dependencia y
apego a sus tierras.

2. La presente DeclaraciÃ³n se aplica a toda persona que se dedique a la agricultura artesanal o
en pequeÃ±a escala, la siembra de cultivos, la ganaderÃa, el pastoreo, la pesca, la silvicultura, la
caza o la recolecciÃ³n, asÃ como a las artesanÃas relacionadas con la agricultura u otras
ocupaciones similares en una zona rural. TambiÃ©n se aplica a los familiares a cargo de los
campesinos.

3. La presente DeclaraciÃ³n se aplica tambiÃ©n a los pueblos indÃgenas y comunidades locales
que trabajan la tierra, a las comunidades trashumantes, nÃ³madas y seminÃ³madas y a las
personas sin tierra, que participan en las actividades mencionadas.

4. La presente declaraciÃ³n se aplica ademÃ¡s a los trabajadores asalariados, incluidos todos los
trabajadores migrantes, independientemente de su condiciÃ³n migratoria, y los trabajadores de
temporada, empleados en plantaciones, explotaciones agrÃcolas, bosques y explotaciones de
acuicultura y en empresas agroindustriales.

ArtÃculo 2

1. Los Estados respetarÃ¡n, protegerÃ¡n y harÃ¡n efectivos los derechos de los campesinos y de
otras personas que trabajan en las zonas rurales. AdoptarÃ¡n sin demora las medidas
legislativas, administrativas y de otro tipo que resulten apropiadas para alcanzar progresivamente
la plena efectividad de los derechos de la presente declaraciÃ³n que no puedan garantizarse de
forma inmediata.

2. Al aplicar la presente declaraciÃ³n, se prestarÃ¡ una atenciÃ³n particular a los derechos y las
necesidades especiales de los campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas
rurales, como las personas de edad, las mujeres, los jÃ³venes, los niÃ±os y las personas con
discapacidad, teniendo en cuenta la necesidad de abordar las mÃºltiples formas de
discriminaciÃ³n.

3. Sin olvidar la legislaciÃ³n concreta sobre pueblos indÃgenas, antes de aprobar y aplicar leyes y
polÃticas, acuerdos internacionales y otras decisiones que puedan afectar a los derechos de los
campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas rurales, los Estados celebrarÃ¡n
consultas y cooperarÃ¡n de buena fe con los campesinos y otras personas que trabajan en las
zonas rurales, por conducto de sus propias instituciones representativas, buscando la
participaciÃ³n y el apoyo de los campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas



rurales que puedan verse afectados por las decisiones, antes de que se adopten dichas
decisiones, y respondiendo a sus contribuciones, teniendo en cuenta los desequilibrios de poder
existentes entre las diferentes partes y asegurando una participaciÃ³n activa, libre, efectiva,
significativa e informada de las personas y los grupos en los procesos conexos de adopciÃ³n de
decisiones.

4. Los Estados elaborarÃ¡n, interpretarÃ¡n y aplicarÃ¡n los acuerdos y normas internacionales
pertinentes en los que sean parte en consonancia con sus obligaciones en materia de derechos
humanos aplicable a los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales.

5. Los Estados adoptarÃ¡n todas las medidas necesarias para asegurar que los actores no
estatales a los que estÃ¡n en condiciones de regular, por ejemplo personas y organizaciones
privadas, empresas transnacionales y otras empresas, respeten y fortalezcan los derechos de los
campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas rurales.

6. Los Estados, reconociendo la importancia de la cooperaciÃ³n internacional en apoyo de las
actividades nacionales para hacer efectivos los propÃ³sitos y objetivos de la presente
declaraciÃ³n, adoptarÃ¡n medidas pertinentes y efectivas a este respecto, entre los Estados y,
cuando corresponda, en asociaciÃ³n con las organizaciones internacionales y regionales
pertinentes y la sociedad civil, particularmente organizaciones de campesinos y otras personas
que trabajan en las zonas rurales. Entre esas medidas, cabrÃa incluir las siguientes:

a) Velar por que la cooperaciÃ³n internacional en la materia, incluidos los programas de
desarrollo internacionales, sea inclusiva, accesible y pertinente para los campesinos y otras
personas que trabajan en las zonas rurales;

b) Facilitar y apoyar el fomento de la capacidad, por ejemplo mediante el intercambio y la
distribuciÃ³n de informaciÃ³n, experiencias, programas de formaciÃ³n y mejores prÃ¡cticas;

c) Facilitar la cooperaciÃ³n en la investigaciÃ³n y el acceso a los conocimientos cientÃficos y
tÃ©cnicos;

d) Proporcionar, segÃºn corresponda, asistencia tÃ©cnica y econÃ³mica, facilitando el
acceso a tecnologÃas accesibles y al intercambio de estas y transfiriendo tecnologÃa, en
particular a los paÃses en desarrollo, en condiciones mutuamente acordadas;

e) Mejorar la gestiÃ³n de los mercados a nivel mundial y facilitar el acceso oportuno a la
informaciÃ³n sobre estos, entre otras cosas sobre las reservas de alimentos, a fin de
contribuir a limitar la extrema volatilidad de los precios de los alimentos y el atractivo de la
especulaciÃ³n.

ArtÃculo 3

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a disfrutar
plenamente de todos los derechos humanos y libertades fundamentales que se reconocen en la
Carta de las Naciones Unidas, la DeclaraciÃ³n Universal de Derechos Humanos y todos los
demÃ¡s instrumentos internacionales de derechos humanos, sin ningÃºn tipo de discriminaciÃ³n
en el ejercicio de sus derechos por motivos de origen, raza, color, linaje, sexo, idioma, cultura,



estado civil, bienes, discapacidad, nacionalidad, edad, opiniÃ³n polÃtica o de otra Ãndole,
religiÃ³n, nacimiento o situaciÃ³n econÃ³mica, social o de otra Ãndole.

2. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a definir y
desarrollar prioridades y estrategias para ejercer su derecho al desarrollo.

3. Los Estados adoptarÃ¡n las medidas adecuadas para eliminar las condiciones que originan la
discriminaciÃ³n de los campesinos y las personas que trabajan en las zonas rurales o contribuyen
a perpetuarla, incluidas las formas mÃºltiples e interrelacionadas de discriminaciÃ³n.

ArtÃculo 4

1. Los Estados adoptarÃ¡n todas las medidas apropiadas para erradicar todas las formas de
discriminaciÃ³n de las campesinas y otras mujeres que trabajan en las zonas rurales y promover
su empoderamiento a fin de asegurar que, sobre la base de la igualdad entre hombres y mujeres,
estas disfruten plenamente y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y
libertades fundamentales y que libremente puedan perseguir su desarrollo econÃ³mico, social,
polÃtico y cultural, participar en Ã©l y aprovecharlo.

2. Los Estados velarÃ¡n por que las campesinas y otras mujeres que trabajan en las zonas
rurales disfruten sin discriminaciÃ³n de todos los derechos humanos y libertades fundamentales
establecidos en la presente declaraciÃ³n y en otros instrumentos internacionales de derechos
humanos, en particular los derechos a:

a) Participar en condiciones de igualdad y de manera efectiva en la formulaciÃ³n y ejecuciÃ³n
de los planes de desarrollo a todos los niveles;

b) Acceder en condiciones de igualdad al mÃ¡s alto nivel posible de salud fÃsica y mental,
incluso a servicios adecuados de atenciÃ³n de la salud, informaciÃ³n, asesoramiento y
servicios de planificaciÃ³n familiar;

c) Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social;

d) Obtener todos los tipos de formaciÃ³n y educaciÃ³n, formal y no formal, incluidos los
relacionados con la alfabetizaciÃ³n funcional, y beneficiarse de todos los servicios
comunitarios y de extensiÃ³n, a fin de aumentar su capacidad tÃ©cnica;

e) Organizar grupos de autoayuda, asociaciones y cooperativas a fin de obtener igualdad de
acceso a las oportunidades econÃ³micas mediante el empleo por cuenta propia o por cuenta
ajena;

f) Participar en todas las actividades comunitarias;

g) Obtener acceso en condiciones de igualdad a servicios financieros, crÃ©ditos y
prÃ©stamos agrÃcolas, los servicios de comercializaciÃ³n y las tecnologÃas apropiadas;



h) Poder, en condiciones de igualdad, acceder, utilizar y gestionar la tierra y los recursos
naturales, y a beneficiarse de un trato igualitario o prioritario en el marco de la reformaagraria
y de la propiedad de la tierra y de los planes de reasentamiento;

i) Tener un empleo digno, igualdad de remuneraciÃ³n y prestaciones sociales, y acceso a
actividades generadoras de ingresos;

j) No ser vÃctimas de la violencia.

ArtÃculo 5

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a acceder a
los recursos naturales presentes en su comunidad y necesarios para gozar de condiciones de
vida adecuadas, y a utilizar dichos recursos de manera sostenible, de conformidad con el artÃ­
culo 28 de la presente DeclaraciÃ³n. TambiÃ©n tienen derecho a participar en la gestiÃ³n de
estos recursos.

2. Los Estados adoptarÃ¡n medidas para garantizar que se permita toda forma de explotaciÃ³n
que afecte los recursos naturales que los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas
rurales mantengan o empleen tradicionalmente con base en, pero no limitado a:

a) Una evaluaciÃ³n del impacto social y ambiental debidamente realizada;

b) Consultas celebradas de buena fe, de conformidad con el artÃculo 2.3 de la presente
DeclaraciÃ³n;

c) Modalidades de participaciÃ³n justa y equitativa en los beneficios de esa explotaciÃ³n,
establecidas en condiciones mutuamente acordadas entre quienes explotan los recursos
naturales y los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales.

ArtÃculo 6

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a la vida, la
integridad fÃsica y mental, la libertad y la seguridad de la persona.

2. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales no podrÃ¡n ser sometidos
a detenciÃ³n o prisiÃ³n arbitraria, tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes
ni serÃ¡n sometidos a esclavitud ni a servidumbre.

ArtÃculo 7

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho, en todas
partes, al reconocimiento de su personalidad jurÃdica.

2. Los Estados adoptarÃ¡n medidas adecuadas para facilitar la libertad de circulaciÃ³n de los
campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas rurales.

3. Los Estados, donde sea necesario, tomar medidas adecuadas para cooperar con miras a tratar



las cuestiones relativas a la tenencia transfronteriza que afectan a los campesinos y a otras
personas que trabajan en las zonas rurales y atraviesan fronteras internacionales, de
conformidad con el artÃculo 28 de la presente DeclaraciÃ³n.

ArtÃculo 8

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a la libertad
de pensamiento, conciencia, religiÃ³n, opiniÃ³n, expresiÃ³n y reuniÃ³n pacÃfica. Tienen derecho a
expresar su opiniÃ³n, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artÃstica, o por
cualquier otro medio de su elecciÃ³n, a nivel local, regional, nacional e internacional.

2. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho, individual y
colectivamente, en asociaciÃ³n con otros o como comunidad, a participar en actividades pacÃ­
ficas contra las violaciones de los derechos humanos y las libertades fundamentales.

3. El ejercicio de los derechos previsto en este artÃculo entraÃ±a deberes y responsabilidades
especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberÃ¡n, sin
embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para:

a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputaciÃ³n de los demÃ¡s;

b) La protecciÃ³n de la seguridad nacional, el orden pÃºblico o la salud o la moral pÃºblicas.

4. Los Estados adoptarÃ¡n todas las medidas necesarias para garantizar la protecciÃ³n por las
autoridades competentes de todas las personas, individualmente o en asociaciÃ³n con otros,
frente a toda violencia, amenaza, represalia, discriminaciÃ³n de derecho o de hecho, presiÃ³n o
cualquier otra acciÃ³n arbitraria resultante del ejercicio legÃtimo y la defensa de los derechos
descritos en la presente declaraciÃ³n.

ArtÃculo 9

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a constituir
organizaciones, sindicatos, cooperativas o cualquier otra organizaciÃ³n o asociaciÃ³n de su
elecciÃ³n para proteger sus intereses y negociar colectivamente, y a afiliarse a ellos. Esas
organizaciones deberÃ¡n tener un carÃ¡cter independiente y voluntario y mantenerse al margen
de toda injerencia, coerciÃ³n o represiÃ³n.

2. El ejercicio de tal derecho sÃ³lo podrÃ¡ estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que
sean necesarias en una sociedad democrÃ¡tica, en interÃ©s de la seguridad nacional, de la
seguridad pÃºblica o del orden pÃºblico, o para proteger la salud o la moral pÃºblicas o los
derechos y libertades de los demÃ¡s.

3. Los Estados adoptarÃ¡n las medidas adecuadas para apoyar el establecimiento de
organizaciones de campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas rurales, como
sindicatos, cooperativas u otras organizaciones, en particular con miras a eliminar los obstÃ¡culos
a su establecimiento, a su crecimiento y al ejercicio de sus actividades lÃcitas, como la
discriminaciÃ³n legislativa o administrativa de todo tipo que se ejerza contra dichas
organizaciones y sus miembros, y les proporcionarÃ¡n apoyo para fortalecer su posiciÃ³n en la
negociaciÃ³n de arreglos contractuales, a fin de asegurar que las condiciones y los precios sean



justos y estables y que no vulneren sus derechos a la dignidad, y a llevar una vida digna.

ArtÃculo 10

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a la
participaciÃ³n activa y libre, directamente y/o por conducto de sus organizaciones
representativas, en la elaboraciÃ³n, e implementaciÃ³n de polÃticas, programas y proyectos que
afecten a su vida, sus tierras y sus medios de subsistencia.

2. Los Estados promover la participaciÃ³n de los campesinos y de otras personas que trabajan en
las zonas rurales, directamente y/o a travÃ©s de sus organizaciones representativas, en los
procesos de toma de decisiones que puedan afectar a su vida, su tierra y sus medios de
subsistencia. Ello incluye respetar el establecimiento y desarrollo de organizaciones fuertes e
independientes de campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales y promover su
participaciÃ³n en la elaboraciÃ³n e implementaciÃ³n de normas de seguridad alimentaria,
laborales y ambientales que puedan afectarlos.

ArtÃculo 11

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a buscar,
recibir, elaborar y difundir informaciÃ³n, entre otras cosas sobre los factores que afecten a la
producciÃ³n, la elaboraciÃ³n, la comercializaciÃ³n y la distribuciÃ³n de sus productos.

2. Los Estados adoptarÃ¡n medidas apropiadas para garantizar que los campesinos y otras
personas que trabajan en las zonas rurales tengan acceso a informaciÃ³n pertinente
transparente, oportuna y suficiente, en un idioma y un formato y por unos medios que se ajusten
a sus mÃ©todos culturales y a fin de promover su empoderamiento y asegurar la participaciÃ³n
efectiva en las decisiones sobre cuestiones que afecten a su vida, sus tierras y sus medios de
subsistencia.

3. Los Estados deberÃ¡n adoptar medidas apropiadas para promover el acceso de los
campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales a un sistema justo, imparcial y
apropiado de evaluaciÃ³n y certificaciÃ³n de la calidad de sus productos, en los planos local,
nacional e internacional, y a promover su participaciÃ³n en su formulaciÃ³n.

ArtÃculo 12

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a acceder
de manera efectiva y no discriminatoria a la justicia, incluido el acceso a procedimientos justos de
soluciÃ³n de controversias, asÃ como a medidas de reparaciÃ³n efectivas por cualquier
vulneraciÃ³n de sus derechos humanos. En esas decisiones se tomarÃ¡n debidamente en
consideraciÃ³n sus costumbres, tradiciones, normas y sistemas jurÃdicos, de conformidad con las
obligaciones pertinentes en virtud del derecho internacional de los derechos humanos.

2. Los Estados brindarÃ¡n un acceso sin discriminaciones, mediante organismos judiciales y
administrativos imparciales y competentes, a medios de soluciÃ³n de controversias oportunos,
asequibles y efectivos, en el idioma de las personas afectadas; asimismo, proporcionarÃ¡n con
prontitud recursos efectivos, que podrÃan incluir los derechos de apelaciÃ³n, restituciÃ³n,



indemnizaciÃ³n, compensaciÃ³n y reparaciÃ³n.

3. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a la
asistencia jurÃdica. Los Estados considerarÃ¡n la posibilidad de adoptar otras medidas, incluida
la asistencia jurÃdica gratuita, para aquellos campesinos y otras personas que trabajan en las
zonas rurales que, de otro modo, no tendrÃan acceso a los servicios administrativos y judiciales.

4. Los Estados considerarÃ¡n la adopciÃ³n de medidas para reforzar instituciones nacionales
pertinentes a fin de promover y proteger todos los derechos humanos, incluidos los derechos
descritos en la presente DeclaraciÃ³n.

5. Los Estados proporcionarÃ¡n a los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas
rurales mecanismos eficaces para prevenir y resarcir todo acto que tenga por objeto o
consecuencia vulnerar sus derechos humanos, despojarlos arbitrariamente de sus tierras y
recursos naturales o privarlos de sus medios de subsistencia y de su integridad, y toda forma de
sedentarizaciÃ³n o desplazamiento forzados de poblaciÃ³n.

ArtÃculo 13

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a trabajar,
lo que entraÃ±a el derecho a elegir libremente cÃ³mo ganarse el sustento.

2. Los hijos de campesinos y otras personas que trabajan en zonas rurales tienen derecho a estar
protegidos contra la explotaciÃ³n econÃ³mica y contra el desempeÃ±o de cualquier trabajo que
pueda ser peligroso o entorpecer su educaciÃ³n, o que sea nocivo para su salud o para su
desarrollo fÃsico, mental, espiritual, moral o social.

3. Los Estados crearÃ¡n un entorno favorable con oportunidades de trabajo para los campesinos
y otras personas que trabajan en las zonas rurales y sus familias en el que se ofrezca una
remuneraciÃ³n que permita mantener un nivel de vida adecuado.

4. Los Estados que registren niveles elevados de pobreza rural y carezcan de oportunidades de
empleo en otros sectores adoptarÃ¡n medidas adecuadas para crear y fomentar sistemas
alimentarios sostenibles con una densidad de mano de obra suficiente para contribuir a la
creaciÃ³n de empleo decente.

5. Los Estados, teniendo en cuenta las caracterÃsticas especÃficas de la agricultura campesina y
de las pequeÃ±as explotaciones pesqueras, supervisarÃ¡n el cumplimiento de la legislaciÃ³n
laboral asignando, segÃºn sea necesario, los recursos apropiados para garantizar el
funcionamiento efectivo de las inspecciones de trabajo en las zonas rurales.

6. Nadie podrÃ¡ ser constreÃ±ido a realizar un trabajo forzoso, en condiciones de servidumbre u
obligatorio, estar expuesto al peligro de convertirse en vÃctima de la trata de seres humanos o
estar sujeto a cualquier otra de las formas contemporÃ¡neas de la esclavitud. Los Estados, en
consulta y cooperaciÃ³n con los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales y
sus organizaciones representativas, adoptarÃ¡n las medidas necesarias para protegerlos de la
explotaciÃ³n econÃ³mica, trabajo infantil y de todas las formas contemporÃ¡neas de la esclavitud,
que comprende la servidumbre por deudas de mujeres, hombres y niÃ±os, y el trabajo forzoso de



personas como los pescadores y trabajadores del sector pesquero, los silvicultores o los
trabajadores migrantes o de temporada.

ArtÃculo 14

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales, con independencia de si
son temporeros, de temporada o migrantes, tienen derecho a trabajar en condiciones de trabajo
seguras y saludables, a participar en la aplicaciÃ³n y el examen de las medidas de seguridad y
salud, a escoger a sus representantes de seguridad y salud y a sus representantes en los
comitÃ©s de seguridad y salud, a la implementaciÃ³n de medidas de prevenciÃ³n, reducciÃ³n y
control de los peligros y riesgos, a tener acceso a indumentaria y equipo protectores y a
formaciÃ³n en seguridad y salud suficientes y apropiados y a informaciÃ³n y capacitaciÃ³n
adecuadas sobre seguridad ocupacional, a trabajar sin sufrir violencia ni acoso, en particular
acoso sexual, a denunciar condiciones de trabajo inseguras e insalubres y a alejarse del peligro
derivado de su actividad laboral cuando tengan motivos razonables para creer que existe un
riesgo inminente y grave para su seguridad o su salud, sin ser objeto de represalias relacionadas
con el trabajo por el hecho de ejercer esos derechos.

2. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a no utilizar
sustancias peligrosas o productos quÃmicos tÃ³xicos, como productos agroquÃmicos o
contaminantes agrÃcolas o industriales, y a no exponerse a ellos.

3. Los Estados tomarÃ¡n las medidas apropiadas para asegurar condiciones de trabajo
favorables, seguras y saludables en el trabajo para los campesinos y otras personas que trabajan
en las zonas rurales y, en particular, designarÃ¡n las autoridades apropiadas con competencia y
responsabilidad sobre la aplicaciÃ³n de las polÃticas y la observancia de la legislaciÃ³n y la
reglamentaciÃ³n nacionales en materia de seguridad y salud en el trabajo en la agricultura, la
agroindustria y la pesca, y establecerÃ¡n mecanismos de coordinaciÃ³n intersectorial al respecto,
preverÃ¡n medidas correctivas y sanciones adecuadas y establecerÃ¡n sistemas apropiados y
convenientes de inspecciÃ³n de los lugares de trabajo rurales y les prestarÃ¡n apoyo.

4. Los Estados adoptarÃ¡n todas las medidas necesarias para que:

a) Se asegure la prevenciÃ³n de riesgos para la salud y la seguridad generados por las
tecnologÃas, los productos quÃmicos y las prÃ¡cticas agrÃcolas, incluso mediante la
prohibiciÃ³n y la restricciÃ³n de su uso;

b) Exista un sistema nacional apropiado o cualquier otro sistema aprobado por la autoridad
competente que prevea criterios especÃficos para la importaciÃ³n, clasificaciÃ³n, embalaje,
distribuciÃ³n, etiquetado y uso de los productos quÃmicos utilizados en la agricultura y para
su prohibiciÃ³n o restricciÃ³n;

c) Quienes produzcan, importen, suministren, vendan, transporten, almacenen o eliminen
productos quÃmicos utilizados en la agricultura cumplan con las normas nacionales o con
otras normas reconocidas de seguridad y salud, y proporcionen informaciÃ³n adecuada y
conveniente a los usuarios, en el o los idiomas oficiales apropiados del paÃs, asÃ como a las
autoridades competentes, cuando estas lo soliciten;



d) Haya un sistema apropiado para la recolecciÃ³n, el reciclado y la eliminaciÃ³n en
condiciones seguras de los desechos quÃmicos, los productos quÃmicos obsoletos y los
recipientes vacÃos de productos quÃmicos, con el fin de evitar su utilizaciÃ³n para otros fines
y de eliminar o reducir al mÃnimo los riesgos para la seguridad, la salud y el medio ambiente;

e) Se elaboren y apliquen programas formativos y de concienciaciÃ³n acerca de los efectos
sobre la salud y el medio ambiente de los productos quÃmicos que se utilizan
frecuentemente en las zonas rurales, asÃ como acerca de las alternativas a dichos productos.

ArtÃculo 15

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a una
alimentaciÃ³n adecuada y el derecho fundamental a estar protegidos contra el hambre. Esto
incluye el derecho a producir alimentos y a tener una nutriciÃ³n adecuada, lo que garantiza la
posibilidad de disfrutar del mÃ¡ximo grado de desarrollo fÃsico, emocional e intelectual.

2. Los Estados velarÃ¡n por que los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas
rurales gocen del derecho a acceder material y econÃ³micamente, en todo momento, a una
alimentaciÃ³n suficiente y adecuada que se produzca y se consuma de manera sostenible y
equitativa con respeto por sus culturas, preservando asÃ el acceso a la alimentaciÃ³n para las
generaciones futuras, y que les garantice una vida digna y satisfactoria tanto fÃsica como
mentalmente, de manera individual y/o colectiva, respondiendo a sus necesidades.

3. Los Estados adoptarÃ¡n las medidas adecuadas para luchar contra la malnutriciÃ³n de los
niÃ±os de las zonas rurales, en particular en el marco de la atenciÃ³n primaria de la salud
mediante, entre otras cosas, la aplicaciÃ³n de la tecnologÃa disponible y el suministro de
alimentos nutritivos adecuados y garantizando que las mujeres tengan una nutriciÃ³n adecuada
durante el embarazo y la lactancia. Los Estados tambiÃ©n velarÃ¡n por que todos los segmentos
de la sociedad, y en particular los progenitores y los niÃ±os, estÃ©n informados, tengan acceso a
la educaciÃ³n nutricional y reciban apoyo en la aplicaciÃ³n de los conocimientos bÃ¡sicos sobre la
nutriciÃ³n infantil y las ventajas de la lactancia materna.

4. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen el derecho de definir
sus propios sistemas alimentarios y agrÃcolas, reconocido por muchos Estados y regiones como
el derecho a la soberanÃa alimentaria. Ello incluye el derecho a participar en los procesos de
adopciÃ³n de decisiones sobre la polÃtica alimentaria y agrÃcola y el derecho a alimentos
suficientes y adecuados producidos con mÃ©todos ecolÃ³gicamente racionales y sostenibles que
respeten sus culturas.

5. Los Estados, en asociaciÃ³n con los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas
rurales, formularÃ¡n polÃticas pÃºblicas a nivel local, nacional, regional e internacional para
promover y proteger el derecho a la alimentaciÃ³n adecuada, la seguridad alimentaria y la
soberanÃa alimentaria y sistemas alimentarios sostenibles y equitativos que promuevan y
protejan los derechos contenidos en la presente DeclaraciÃ³n. Los Estados establecerÃ¡n
mecanismos para garantizar la coherencia de sus polÃticas agrÃcolas, econÃ³micas, sociales,
culturales y de desarrollo con la realizaciÃ³n de los derechos contenidos en esta DeclaraciÃ³n.



ArtÃculo 16

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a un nivel
de vida adecuado para sÃ mismos y para su familia, y a que se les facilite el acceso a los medios
de producciÃ³n necesarios para obtenerlos, entre ellos las herramientas de producciÃ³n, la
asistencia tÃ©cnica, los crÃ©ditos, los seguros y otros servicios financieros. Tienen tambiÃ©n
derecho a participar libremente, individual y/o colectivamente, en asociaciÃ³n con otros o como
comunidad, en mÃ©todos tradicionales de agricultura, pesca, ganaderÃa y silvicultura, y a
desarrollar sistemas de comercializaciÃ³n comunitarios.

2. Los Estados adoptarÃ¡n medidas adecuadas para favorecer el acceso de los campesinos y
otras personas que trabajan en las zonas rurales a los medios de transporte y a las instalaciones
de elaboraciÃ³n, secado y almacenamiento necesarios para vender sus productos en los
mercados locales, nacionales y regionales a unos precios que les garanticen unos ingresos y
unos medios de vida dignos.

3. Los Estados adoptarÃ¡n medidas adecuadas para reforzar y apoyar los mercados locales,
nacionales y regionales, en formas que faciliten y garanticen que los campesinos y otras
personas que trabajan en las zonas rurales tengan acceso pleno y equitativo a esos mercados y
participen de igual manera en ellos para vender sus productos a unos precios que les permitan, a
ellos y a su familia, alcanzar un nivel de vida adecuado.

4. Los Estados adoptarÃ¡n todas las medidas adecuadas para garantizar que sus programas y
polÃticas de desarrollo rural, agricultura, medio ambiente y comercio e inversiÃ³n contribuyan
efectivamente a proteger y reforzar las opciones locales de medios de vida y la transiciÃ³n a
modelos sostenibles de producciÃ³n agrÃcola. Siempre que sea posible, los Estados estimularÃ¡n
la producciÃ³n sostenible, incluyendo la producciÃ³n agroecolÃ³gica y orgÃ¡nica, y facilitarÃ¡n las
ventas directas de los agricultores a los consumidores.

5. Los Estados adoptarÃ¡n las medidas adecuadas para reforzar la resiliencia de los campesinos
y otras personas que trabajan en las zonas rurales frente a los desastres naturales y otras graves
perturbaciones, como los fallos del mercado.

6. Los Estados adoptarÃ¡n las medidas adecuadas para garantizar un sueldo equitativo y la
igualdad de remuneraciÃ³n por un trabajo igual, sin ningÃºn tipo de distinciÃ³n.

ArtÃculo 17

1. Los campesinos y otras personas que viven en zonas rurales tienen derecho a la tierra,
individual y/o colectivamente, de conformidad con el artÃculo 28 de la presente DeclaraciÃ³n, lo
que incluye el derecho al acceso, el uso sostenible y la gestiÃ³n de las tierras, las masas de
agua, las aguas costeras, las pesquerÃas, los pastos y los bosques, a fin de alcanzar un nivel de
vida adecuado, tener un lugar para vivir en seguridad, paz y dignidad y desarrollar su cultura.



2. Los Estados adoptarÃ¡n medidas adecuadas para eliminar y prohibir todas las formas de
discriminaciÃ³n en relaciÃ³n con el derecho a la tierra, incluidas las motivadas por un cambio de
estado civil, por falta de capacidad jurÃdica o por falta de acceso a los recursos econÃ³micos.

3. Los Estados adoptarÃ¡n medidas adecuadas para proporcionar el reconocimiento jurÃdico de
los derechos de tenencia de la tierra, incluidos los derechos consuetudinarios de tenencia de la
tierra, que actualmente no estÃ¡n amparados por la ley, reconociendo la existencia de diferentes
modelos y sistemas. Los Estados protegerÃ¡n la tenencia legÃtima, y asegurarÃ¡n que los
campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales no sean arbitraria o ilegalmente
desalojados y que sus derechos no sean extinguidos o infringidos de otra manera.. Los Estados
reconocerÃ¡n y protegerÃ¡n el patrimonio natural y sus sistemas conexos de gestiÃ³n y uso
colectivo.

4. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a recibir
protecciÃ³n para evitar ser arbitraria e ilegalmente desplazados de sus tierras o de su lugar de
residencia habitual o de otros recursos naturales utilizados en sus actividades y necesarios para
el disfrute de condiciones de vida adecuadas. Los Estados incorporarÃ¡n en la legislaciÃ³n
nacional medidas de protecciÃ³n contra los desplazamientos, que sean compatibles con el
derecho internacional de derechos humanos y el derecho humanitario. Los Estados prohibirÃ¡n
los desalojos forzosos arbitrarios e ilegales, , la destrucciÃ³n de zonas agrÃcolas y la
confiscaciÃ³n o expropiaciÃ³n de la tierra y otros recursos naturales, en particular como medida
punitiva o como medio o mÃ©todo de guerra.

5. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales que fueron arbitraria o
ilegalmente privados de sus tierras tienen derecho, individual y/o colectivamente, en asociaciÃ³n
con otros o como comunidad, a regresar a la tierra de la cual fueron arbitraria o ilegalmente
privados, incluyendo en casos de desastres naturales y conflictos, y a que se les devuelva el
acceso a los recursos naturales utilizados en sus actividades y necesarios para el disfrute de
condiciones de vida adecuadas cuando sea posible, o a recibir una indemnizaciÃ³n justa,
equitativa y legal cuando no sea posible su regreso.

6. Cuando corresponda, los Estados adoptarÃ¡n medidas pertinentes para llevar a cabo reformas
agrarias redistributivas a fin de facilitar un acceso amplio y equitativo a la tierra y otros recursos
naturales necesarios para asegurar que los campesinos y otras personas que trabajan en las
zonas rurales disfruten de condiciones de vida adecuadas, y limitar la concentraciÃ³n y el control
excesivos de la tierra, teniendo en cuenta su funciÃ³n social. Debe darse prioridad a los
campesinos y otros trabajadores rurales sin tierras, a los jÃ³venes y a los pequeÃ±os pescadores
en la asignaciÃ³n de tierras, pesquerÃas y bosques de titularidad pÃºblica.

7. Los Estados adoptarÃ¡n medidas para la conservaciÃ³n y el uso sostenible de la tierra y otros
recursos naturales utilizados en su producciÃ³n, por ejemplo entre otros mediante la agroecologÃ­
a, y garantizarÃ¡n las condiciones para que se regeneren las capacidades y los ciclos biolÃ³gicos
y otro tipo de capacidades y ciclos naturales.

ArtÃculo 18

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a la



conservaciÃ³n y protecciÃ³n del medio ambiente y de la capacidad productiva de sus tierras o
territorios y de los recursos que utilizan y gestionan.

2. Los Estados adoptarÃ¡n las medidas adecuadas para garantizar que los campesinos y otras
personas que trabajan en las zonas rurales disfruten sin discriminaciÃ³n alguna de un medio
ambiente seguro, limpio y saludable.

3. Los Estados cumplirÃ¡n con sus respectivas obligaciones internacionales de combatir el
cambio climÃ¡tico. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen
derecho a contribuir a la formulaciÃ³n y aplicaciÃ³n de polÃticas nacionales y locales de
adaptaciÃ³n al cambio climÃ¡tico y de mitigaciÃ³n, empleando, entre otros elementos, las
prÃ¡cticas y los conocimientos tradicionales.

4. Los Estados adoptarÃ¡n medidas eficaces para garantizar que no se almacenen ni se viertan
materiales, sustancias o desechos peligrosos en las tierras o territorios de los campesinos y de
otras personas que trabajan en las zonas rurales, y cooperarÃ¡n para hacer frente a las
amenazas al disfrute de sus derechos resultantes de los daÃ±os ambientales transfronterizos.

5. Los Estados protegerÃ¡n a los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales
de los abusos cometidos por agentes no estatales, entre otras formas aplicando las leyes
ambientales que contribuyen, directa o indirectamente, a proteger los derechos de los
campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas rurales.

ArtÃculo 19

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a las
semillas, de conformidad con -el artÃculo 28 de la presente DeclaraciÃ³n, en particular:

a) El derecho a proteger los conocimientos tradicionales relativos a los recursos
fitogenÃ©ticos para la alimentaciÃ³n y la agricultura;

b) El derecho a participar en la distribuciÃ³n equitativa de los beneficios derivados de la
utilizaciÃ³n de los recursos fitogenÃ©ticos para la alimentaciÃ³n y la agricultura;

c) El derecho a participar en la toma de decisiones sobre cuestiones relativas a la
conservaciÃ³n y el uso sostenible de los recursos fitogenÃ©ticos para la alimentaciÃ³n y la
agricultura;

d) El derecho a conservar, utilizar, intercambiar y vender semillas o material de
multiplicaciÃ³n conservados en las explotaciones agrÃcolas.

2. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a
mantener, controlar, proteger y desarrollar sus semillas y conocimientos tradicionales.

3. Los Estados adoptarÃ¡n medidas para respetar, proteger y hacer efectivo el derecho a las
semillas de los campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas rurales.



4. Los Estados velarÃ¡n por que los campesinos dispongan de semillas de calidad y en cantidad
suficientes, en el momento mÃ¡s adecuado para la siembra y a un precio asequible.

5. Los Estados reconocerÃ¡n los derechos de los campesinos a contar con sus propias semillas u
otras semillas de su elecciÃ³n disponibles localmente, y a decidir las variedades y especies que
deseen cultivar.

6. Los Estados adoptarÃ¡n medidas adecuadas para apoyar los sistemas de semillas de los
campesinos, y promoverÃ¡n el uso de sus semillas y la biodiversidad de la agricultura.

7. Los Estados adoptarÃ¡n medidas adecuadas a para garantizar que la investigaciÃ³n y el
desarrollo agrÃcolas integre las necesidades de los campesinos y otras personas que trabajan en
las zonas rurales; adoptarÃ¡n medidas adecuadas para garantizar su participaciÃ³n activa en la
determinaciÃ³n de las prioridades en materia de investigaciÃ³n y desarrollo y en su realizaciÃ³n,
tendrÃ¡n en cuenta su experiencia, y aumentarÃ¡n la inversiÃ³n en la investigaciÃ³n y el
desarrollo de semillas y cultivos huÃ©rfanos que respondan a las necesidades de los campesinos
y de otras personas que trabajan en las zonas rurales.

8. Los Estados velarÃ¡n por que las polÃticas de semillas, las leyes de protecciÃ³n de las
variedades vegetales y otras leyes de propiedad intelectual, los sistemas de certificaciÃ³n y las
leyes de comercializaciÃ³n de semillas respeten y tengan en cuenta las necesidades y realidades
de los derechos de los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales.

ArtÃculo 20

1. Los Estados adoptarÃ¡n medidas apropiadas, de conformidad con las obligaciones
internacionales pertinentes, para impedir el agotamiento y garantizar la conservaciÃ³n y el uso
sostenible de la biodiversidad, a fin de promover y proteger el disfrute efectivo de todos los
derechos de los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales.

2. Los Estados adoptarÃ¡n medidas adecuadas para promover y proteger conocimientos,
innovaciones y prÃ¡cticas tradicionales de los campesinos y otras personas que trabajan en las
zonas rurales, incluyendo sistemas tradicionales agrÃcolas, de pastoreo, silvicultura, pesca,
ganaderÃa y agroecologÃa, pertinentes para la conservaciÃ³n y el uso sostenible de la diversidad
biolÃ³gica.

3. Los Estados prevendrÃ¡n los riesgos de vulneraciÃ³n de los derechos de los campesinos y de
otras personas que trabajan en las zonas rurales, como consecuencia del desarrollo,
manipulaciÃ³n, transporte, utilizaciÃ³n, transferencia o liberaciÃ³n de organismos vivos
modificados.

ArtÃculo 21

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen el derecho
fundamental al agua potable salubre y al saneamiento, que son esenciales para el pleno disfrute
de la vida y de todos los derechos humanos y para la dignidad humana. Estos derechos humanos
incluyen sistemas de abastecimiento de agua y unos servicios de saneamiento de buena calidad,
que resulten asequibles y materialmente accesibles, que no sean discriminatorios y que sean



aceptables culturalmente y desde una perspectiva de gÃ©nero.

2. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho al agua
para usos personales, la agricultura, la pesca y la ganaderÃa y tambiÃ©n para asegurar otros
medios de subsistencia relacionados con el agua, velando por la conservaciÃ³n, la regeneraciÃ³n
y el uso sostenible del agua. Tienen derecho a un acceso equitativo al agua y a los sistemas de
gestiÃ³n de los recursos hÃdricos, y a no sufrir cortes arbitrarios o contaminaciÃ³n del suministro.

3. Los Estados respetarÃ¡n, protegerÃ¡n y garantizarÃ¡n, sin discriminaciÃ³n, el acceso al agua,
en particular en los sistemas consuetudinarios o comunitarios de gestiÃ³n de los recursos hÃ­
dricos, y adoptarÃ¡n medidas para garantizar el agua a precios asequibles para uso personal,
domÃ©stico y productivo, y a mejores servicios de saneamiento, en particular para las mujeres y
las niÃ±as de las zonas rurales y las personas pertenecientes a grupos desfavorecidos o
marginados, como los pastores nÃ³madas, los trabajadores de las plantaciones, los migrantes,
independientemente de su condiciÃ³n migratoria, y las personas que viven en asentamientos
irregulares o improvisados. Los Estados promoverÃ¡n tecnologÃas apropiadas y asequibles,
entre otras, las tecnologÃas de riego y las tecnologÃas de reutilizaciÃ³n de aguas residuales
tratadas y de recogida y almacenamiento de agua.

4. Los Estados protegerÃ¡n los ecosistemas relacionados con el agua, como las montaÃ±as, los
bosques, los humedales, los rÃos, los acuÃferos y los lagos, frente al uso abusivo y la
contaminaciÃ³n por sustancias nocivas, en particular por efluentes industriales y concentraciones
de minerales y productos quÃmicos que provoquen intoxicaciones lentas y rÃ¡pidas, y
garantizarÃ¡n su regeneraciÃ³n.

5. Los Estados impedirÃ¡n a terceros que menoscaben a los campesinos y otras personas que
viven en las zonas rurales el disfrute del derecho al agua.. DarÃ¡n prioridad al uso del agua para
atender a las necesidades humanas antes de otros usos, promoviendo su conservaciÃ³n,
restauraciÃ³n y uso sostenible.

ArtÃculo 22

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a la
seguridad social, incluido el seguro social.

2. Los Estados, de acuerdo a sus circunstancias nacionales, adoptarÃ¡n medidas adecuadas
para promover el disfrute del derecho a la seguridad social para todos los migrantes en las zonas
rurales.

3. Los Estados reconocerÃ¡n los derechos de los campesinos y otras personas que trabajan en
las zonas rurales a la seguridad social, incluido el seguro social, y, con arreglo a las
circunstancias nacionales, deben establecer o mantener unos niveles mÃnimos de protecciÃ³n
social que incluyan garantÃas bÃ¡sicas de seguridad social. Esas garantÃas deben asegurar,
como mÃnimo, que todas las personas necesitadas tengan, a lo largo de su ciclo vital, acceso a
servicios esenciales de atenciÃ³n de la salud y a prestaciones bÃ¡sicas para asegurar los
ingresos que, conjuntamente, les garanticen un acceso efectivo a los bienes y servicios definidos
como necesarios a nivel nacional.



4. Las garantÃas bÃ¡sicas de seguridad social deben establecerse por ley. TambiÃ©n deben
establecerse unos procesos de reclamaciÃ³n y recurso imparciales, transparentes, eficaces,
accesibles y poco onerosos. Deben instaurarse sistemas para mejorar el cumplimiento de las
normativas jurÃdicas nacionales.

ArtÃculo 23

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a disfrutar
del mÃ¡s alto nivel posible de salud fÃsica y mental. TambiÃ©n tienen derecho a acceder, sin
discriminaciÃ³n alguna, a todos los servicios sociales y de salud.

2. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a utilizar y
proteger sus propias medicinas tradicionales y a preservar sus prÃ¡cticas de salud, lo que
comprende el acceso a las plantas, los animales y los minerales que emplean con fines
mÃ©dicos y la conservaciÃ³n de estos.

3. Los Estados deben garantizar el acceso a establecimientos, bienes y servicios de salud en las
zonas rurales sin discriminaciÃ³n, en especial a los grupos en situaciones de vulnerabilidad, el
acceso a los medicamentos esenciales, la vacunaciÃ³n contra las principales enfermedades
infecciosas, la atenciÃ³n de la salud reproductiva, la informaciÃ³n relativa a los principales
problemas de salud que afectan a la comunidad, incluidos los mÃ©todos para prevenirlos y
combatirlos, la atenciÃ³n de la salud maternoinfantil, asÃ como la capacitaciÃ³n del personal
sanitario, incluida la educaciÃ³n en materia de salud y derechos humanos.

ArtÃculo 24

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a una
vivienda adecuada. Tienen derecho a mantener un hogar y una comunidad seguros en que
puedan vivir en paz y dignidad, y el derecho a no ser discriminados en este contexto.

2. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a no ser
desalojados por la fuerza de su hogar y a ser protegidos del acoso y otras amenazas.

3. Los Estados no podrÃ¡n, arbitraria ni ilegalmente, ni de forma temporal ni permanente, sacar
en contra de su voluntad a los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales del
hogar o de la tierra que ocupen sin proporcionarles o facilitarles acceso a unas fÃ³rmulas
apropiadas de protecciÃ³n jurÃdica o de protecciÃ³n de otro tipo. Cuando el desalojo sea
inevitable, el Estado debe proporcionar o garantizar una indemnizaciÃ³n justa y equitativa por las
pÃ©rdidas materiales o de otro tipo.

ArtÃculo 25



1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a una
formaciÃ³n adecuada que se ajuste a los entornos agroecolÃ³gicos, socioculturales yeconÃ³micos
en que se encuentran. Los programas de formaciÃ³n deben comprender temascomo, por
ejemplo, la mejora de la productividad, la comercializaciÃ³n y la capacidad para hacerfrente a las
plagas, los patÃ³genos, las perturbaciones del sistema, los efectos de los productosquÃmicos, el
cambio climÃ¡tico y los fenÃ³menos meteorolÃ³gicos conexos.

2. Los hijos de los campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen
derecho a una educaciÃ³n acorde con su cultura, y con todos los derechos que figuran en los
instrumentos de derechos humanos.

3. Los Estados fomentarÃ¡n las iniciativas de colaboraciÃ³n equitativas y participativas entre el
Ã¡mbito de la agricultura y el de la ciencia, como las escuelas prÃ¡cticas para agricultores, el
fitomejoramiento participativo y los centros de salud vegetal y animal, a fin de ofrecer una
respuesta mÃ¡s adecuada a las dificultades inmediatas y emergentes a las que se enfrentan los
campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales.

4. Los Estados invertirÃ¡n en ofrecer formaciÃ³n, informaciÃ³n de mercado y servicios de
asesoramiento a las explotaciones agrÃcolas.

ArtÃculo 26

1. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho a disfrutar
de su propia cultura y a aspirar libremente al desarrollo cultural, sin injerencias ni
discriminaciones de ningÃºn tipo. TambiÃ©n tienen derecho a preservar, expresar, controlar,
proteger y desarrollar sus conocimientos tradicionales y locales, como la forma de vida, los
mÃ©todos de producciÃ³n o la tecnologÃa o las costumbres y la tradiciÃ³n. Nadie podrÃ¡ invocar
los derechos culturales para vulnerar los derechos humanos garantizados por el derecho
internacional ni para limitar su alcance.

2. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen derecho, a tÃtulo
individual y/o colectivo, en asociaciÃ³n con otros o como comunidad, a expresar sus costumbres,
idiomas, cultura, religiones, literatura y arte locales, de conformidad con las normas
internacionales de derechos humanos.

3. Los Estados respetarÃ¡n y adoptarÃ¡n medidas para reconocer y proteger el ejercicio de los
derechos de los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales relacionados con
sus conocimientos tradicionales, y para eliminar la discriminaciÃ³n de los conocimientos
tradicionales, las prÃ¡cticas y las tecnologÃas especÃficas de los campesinos y de otras
personas que trabajan en las zonas rurales.

ArtÃculo 27

1. Los organismos especializados, fondos y programas del sistema de las Naciones Unidas y
otras organizaciones intergubernamentales, incluidas las organizaciones financieras
internacionales y regionales, contribuirÃ¡n a la plena observancia de la presente DeclaraciÃ³n
mediante la movilizaciÃ³n, entre otras cosas, de la asistencia y la cooperaciÃ³n para el desarrollo.



Se considerarÃ¡n los medios de asegurar la participaciÃ³n de los campesinos y otras personas
que trabajan en las zonas rurales en los asuntos que les conciernan.

2. Las Naciones Unidas y sus organismos especializados, fondos y programas, y otras
organizaciones intergubernamentales, incluidas las organizaciones financieras internacionales y
regionales, promoverÃ¡n el respeto y la plena aplicaciÃ³n de la presente DeclaraciÃ³n y velarÃ¡n
por su eficacia.

ArtÃculo 28

1. Ninguna de las disposiciones de la presente declaraciÃ³n podrÃ¡ interpretarse en el sentido de
que menoscaba o suprime los derechos que los campesinos o las personas que trabajan en las
zonas rurales y los pueblos indÃgenas tienen en la actualidad o puedan adquirir en el futuro.

2. En el ejercicio de los derechos enunciados en la presente DeclaraciÃ³n, se respetarÃ¡n los
derechos humanos y las libertades fundamentales de todos sin discriminaciÃ³n de ningÃºn tipo. El
ejercicio de los derechos establecidos en la presente DeclaraciÃ³n estarÃ¡ sujeto exclusivamente
a las limitaciones determinadas por la ley y con arreglo a las obligaciones internacionales en
materia de derechos humanos. Esas limitaciones no serÃ¡n discriminatorias y serÃ¡n solo las
necesarias para garantizar el reconocimiento y respeto debidos a los derechos y las libertades de
los demÃ¡s y para satisfacer las justas y mÃ¡s apremiantes necesidades de una sociedad
democrÃ¡tica.

[TraducciÃ³n no oficial]


